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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO
Departamento de Recursos Naturales 'y Ambientales
Division de Traducciones, Publicaciones y Biblioteca
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Ley Nam. 112 de 20 de julio de 1988
Ley para la Proteccion del Patrimonio Arqueoldgico



LEY Nupm 112
(P. de 1a C. 574) 20 JuL 1988

LEY d

Para declarar de utilidad pGblica y patrimonio del Pueblo de
Puerto Rico los sitios, objetos, yacimientos, artefactos, do-
cumentos o materiales arqueolégicos; crear el Consejo pars la

. Proteccién del Patrimonio Arqueolégico Terrestre de Puerto
Rico con el fin de hacer cumplir las disposiciones y objetivos de
esta ley; establecer ciertas obligaciones respecto a toda obra de
excavacién, construccién y reconstruccién que se realice en
Puerto Rico; {{jar penalidades y para asignar fondos. .

EXPOSICION DE MOTIVOS

Los materiales, estructuras y lugares arqueolégicos terrestres
constituyen el mejor testimonio de las pasadas y presentes
sociedades y tienen un incalculable valor para la investigacién y el
andlisis en ese campo de la antropologia. Por ello, en los Gltimos
siglos, principalmente desde el siglo 19, se ha creado un movi-
miento antropolégico que ha resaltado, a nivel mundial, la
importancia del estudio y la conservacién de tods muestra de
sociedades pasadas para poder definir el caricter y s fisonomfa de
las naciones, para redimir los grupos y 1as culturas olvidadasy para
edificar sobre ese pasado un régimen de vida més elevado.

Es de rigor reconocer que en Puerto Rico los esfuerzos que se han
hecho para despertar interés por el estudio y la divulgscién de
nuestro Patrimonio Arqueolégico han sido en gran medida
insuficientes. No existe en nuestra Isla una dependencia guber-
namental con loe suficientes poderes ni legislacién adecuada que
garanticen la bisqueda, el estudio, la proteccién y conservacién de
los recursos arqueol6gicos terrestres.

Aunque es de todos conocido que 1a cuttura puertorriquefia es el
producto de la compleja interaccién historica de grupos indigenas,
europeos y africanos, las huellas de las sociedades indigenas han
podido trazarse mayormente por los descubrimientos arqueolégicos
que se han ido registrando a través del tiempo y en forma més o
menos casual, ‘
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Hay muchos puntos en Puerto Rico, como el Parque Ceremonial
Indigena de Caguana en Utuado y lugares en San Jusn, Coamo,
Ponce, Cabo Rojo, Humacao y Vieques, donde se ha obtenido
informacién muy valiosa sobre las culturss indigenas. :



Cada descubrimiento arqueolégico pone mas de manifiesto la
ausencia de legislacién adecuada que impida la destruccién y el uso
inadecuado de nuestro legado histéricoy que proteja y conserve los
valores arqueolégicos. ’

Para evitar que continle esta pérdida irremisible, se aprueba
esta medida cuyo fin primordial es estimular y asegurar el
inventario cientifico y la proteccién de esa parte de nuestra
herencia cultural e histérica. Con ello, se podré estimular y facilitar
la investigaci6n antropolégica y se atiende en forma satisfactoriay
halagadora & las demandas de la culturs y del espiritu.

Decrétase por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico:

Seccién 1.—Se declara de utilidad publica y patrimonio del
pueblo de Puerto Rico todo sitio, objeto, yacimiento, artefacto,
documento o material arqueolégico que sea reliquia del pasado del
hombre, ya ses material de la naturaleza, o ya sea construido porel
hombre; que exista o se encuentre en o bajo la superficie de la
tierrs, en la jurisdiccién del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.

Seccién 2.—A fin de asegurar el fiel cumplimiento de los
objetivos y las disposiciones de esta ley, se crea, adscrito al Instituto
de Cultura Puertorriquefis, el Consejo para la Proteccién del
Patrimonio Arqueolégico Terrestre d=_Puerto Rico, que en
adelante se denominaré El Consejo. Este serd el organismo
gubernamental responsable de proteger y custodiar estos recursos
arqueolégicos y ala vez fomentar el inventario cientificoy el estudio
de estos valores arqueolégicos en armonia con la politica publica del
Estado Libre Asociado de Puerto Rico.

Seccién 8.—Serén miembros ex-officjo del Consejo: El Director
Ejecutivo del “Instituto_de Cultura Puertorriguefis, quien lo
presidirs, el Secretario de Recursos Naturales; el édminigtudor
de la Administracién de Reglamentos y Permisgs y un;u_m__ebioxo

Tolestonal por cada una de las universidades del pals que tengan
estudios en ess_disciplina. Estos serén designados por los pre-
sidentes de dichas universidades en que presten servicios, de
entre los profesores de esa disciplina, por un término no mayor de
cuatro (4) afios. En caso de que el profesor asf nombrado cese como
miembro de la facultad de la universidad de que se trate, el
Presidente de la misma haré una nueva designacién por el término
no cumplido del profesor miembro del Consejo sustituido. El
Gobernador de Puerto Rico, con el consejo y consentimiento del
Senado de Puerto Rico, nombrard, ademés, a tres (3) personas de
reconocida formacién académica o experiencia en el campo dela




arqueologia terrestre y uno en el campo de la Arquitectura. Los
nombramientos iniciales de estos cuatro (4) miembros se harén por
el término de dos (2), tres (8) y cuatro (4) afios, respectivamente y
desempefiarin sus cargos hasta que sus sucesores sean nombradosy
tomen posesién de los mismos. Los nombramientos subsiguientes se
harén por un término de cuatro (4) afios cads uno y hasta que sus
gucesores sean nombrados y tomen posesién del cargo. En caso de
vacante, renuncia o incapacidad permanente de cualesquiera de
estos miembros, 1os nombramientos correspondientes se harén por
el término no cumplido de aquél que ocasione la vacante.

Se constituiré el Consejo no més tarde los treinta (30) dias
siguientes a la vigencia de esta ley. Los nombramientos para llenar
las vacantes que ocurran en el Consejo se harén siguiendo el mismo
procedimiento utilizado para nombrar el miembro sustituido.

E| Gobernador podré destituir a cualquiera de los miembros por
é] nombrados, por incompetencia en el desempefio de sus deberes o
por cualquier otra causa justificada previa formulacién decargos y
oportunidad de ser ofdo. Los miembros de este Consejo no percibirén
remuneracién alguns por sus servicios pero aquéllos que no sean
emplezdos del Gobierno del Estado Libre Asociado de PuertoRicoo
de sus instrumentalidades, devengarén dietas de cincuenta (50)
délares por cads sesién a que asistan. Todos los miembros de el
Consejo tendrén derecho & reembolso por gastos de viaje autoriza-
dos por el Consejo. Cinco (6) miembros constituirdn quérum para la
celebracién de reuniones y tomar determinaciones.

El Consejo elegiré de entre sus miembros uno quien actuaré
como Secretario y otro como Vicepresidente, por el término de un
(1) afio cads uno, término que serd prorrogado por decisién del
Consejo.

El Consejo adoptaré reglas para su organizacién y funciona-
miento interno y aprobaré y promulgaré los reglamentos necesa-
Ti08 para poner en vigor las disposiciones de esta ley de conformidad
con la Ley Nam. 112 de 30 de junio de 1957, conocida como “Ley de
Reglamentos de Puerto Rico de 1958".

Seccién 4.—Ademés de los deberes y prerrogativas que le
confiere esta ley al Consejo en relacién con recursos de interés
arqueolégico terrestre, tendré las siguientes facultades:

(a) Celebrar mensualmente una sesién ordinaria y aquellas
sesiones extraordinarias que el Consejo estime necesarias. Se
levantarin actas completas de todos los procedimientos que
estarén a la disposicién del publico para su inspeccién y
examen.




. (b) Considerar y tomar acuerdos sobre asuntos que se le
refieran por agencias gubernamentales, instituciones privadas
o individuos.

(c) Rendir al Gobernador de Puerto Rico y a la Asamblea
Legislativa, por medio del Director Ejecutivo del Instituto de
Cultura Puertorriquefia y no més tarde del 30 de enero de cada
afio, un informe detallado de todas sus actividades, resoluciones
y operaciones durante el afio a que corresponda dicho informe.

(d) Salvagusardar y proteger el Patrimonio Arqueolégico
Terrestre Puertorriquefio de conformidad con las disposiciones
de esta ley y ejercer todas 1as acciones necesarias para lograrel
eficaz cumplimiento de los propésitos de este estatuto.

(e) Levantar un inventario y mantener un registro perma-
nente, debidamente actualizado de todos los materiales, estruc-
turas y sitios arqueolégicos terrestres que se hayan encontrado
a la fechs de vigencia de esta ley y que se descubran
posteriormente, incluyendo aquélios que_se encuentren en
colecciones y museos en y fuera de Puerto Rico.

El registro e inventario de piezas en colecciones a que se
refiere este inciso debers estar completado dentro de doe (2)
afios siguientes a la fecha de vigencia de ests ley. El Consejo
realizaré todas las gestiones necesarias para asegurar que el
registro e inventario de piezas en colecciones, materiales,
estructuras y sitios arqueolégicos se mantenga als disposicién
de aquellos cientificos, historiadores, investigadores y personas
_ interesadas en el conocimiento y divulgacién de estos temas.

(f) Fomentar la investigacién arqueolégica, histérica y
cultural en forma cientifica por medio de reconocimientos
arqueolégicos y excavaciones, y la consecuente divulgacién de
los estudios llevados & cabo y de los conocimientos obtenidos
mediante éstos.

(g) Fomentar la difusién y la ensefianza de los temas sobre
investigaciones arqueolégicas a nivel de tods la poblaciénatra-
vés de los medios de comunicacién, de exhibiciones y a través del
sistema de instruccién pablica y de las entidades educativas
privadas.

(h) Lograr la necesaria coordinacién entre las distintas
agencias gubernamentales y entidades privadas que com-
partan responsabilidadesy propésitos afines con los objetivos de
esta ley y recabar la cooperacién de estas entidades guber-
namentales y privadas para facilitar el desempefio de los deberes
asignados y de los objetivos de esta ley.



(i) Aprobar, previa celebracién de vistas pablicas, las
resoluciones y normas que se utilizarén para declarar los
materiales, estructuras y sitios arqueolégicos terrestres y que
regirin los estudios, las excavaciones e investigaciones ar-
queolégicas terrestres que en adelante se realicen y supervisar
el cumplimiento de las resoluciones y normas que asf adopte.

() Demandar y ser demandada.

(k) Ejercer todos los poderes que sean incidentales y
necesarios para el cabal desempefio de las responsabilidades y
deberes que por ley se le asignan.

Seccién 6.—Dentro de los noventa (90) dias siguientes a la fechs
de vigencis de esta ley, todas las personas naturales o juridicas y
todas las agencias e instrumentalidades del Gobierno, incluyendo
sus corporaciones plblicas y municipios, tendrén la obligacién de
notificar al'Consejo mediante escrito al efecto, todo aquel material,
estructura o sitio que esté bajo su dominio, posesién o custodiay que
pueda ser de interés arqueolégico terrestre puertorriquefio de
scuerdo a lo dispuesto en la Seccién 1 de esta ley. Seré obligacién,
ademés, notificar al Consejo, dentro de los treinta (30) dias
siguientes & la fechs en que ocurra, el descubrimiento de
cualesquiera bienes de interés arqueolégico localizados en la
superficie que sean suceptibles de ser declarados de utilidad
ptblicas, seglin lo expresado en la Seccién 1 de esta Ley. La violacién
a las disposiciones de esta secci6n constituiré un delito menos grave
castigable con pena de multa no menor de trescientos (300) d6lares
ni mayor de quinientoe (500) d6lares o pens de reclusién por un
término no menor de diez (10) dias ni mayor de seis (6) meses o
ambas penas, a discrecién del Tribunal. El incumplimiento de esta
obligacién conllevars ademés la nulidad de cualquier transaccién
que se efectfie con relacién a dicho bien u objeto.

Seccién 6.—Las personas naturales o juridicas y las agencias
gubernamentales, incluyendo las corporaciones ptblicas y muni-
cipios que, con anterioridad a la fecha de vigencia de esta ley,
hayan descubierto o adquirido bienes arqueolégicos conservarin
los derechos de propiedad sobre tales bienes u objetos, sin mis
limitaciones que las establecidas en esta ley y sujeto a la notificacién
exigida en la Seccién 5 de esta ley.

Seccién 7.—Se sutoriza y ordena al Secretario de Justicia a que
porsios mstaniﬁ.s-dér Consejo, adquiers en cualquier formalegaly
‘mediante compraventa o expropiacién forzoss a nombre del Estado
Libre Asociado de Puerto Rico cuslquier bien u objeto que
constituya parte del patrimonio arqueol6gico terrestre puerto-




rriquefio, y que a juicio del Consejo lo amerite, asf como el uso,
usufructo, arrendamiento o cualquier otro derecho sobre los
mismos. En caso de expropiacién, el Secretario de Justicia tendré
facultad para representar al Estado Libre Asociado de Puerto Rico.
en los procedimientos y no sers necesaria 1a previa declaracién de
utilidad ptblica provista en la Ley General de Expropiacién
Forzoss. T
forzoss.

Seccién 8.—Se ordena al Director Ejecutivo del Instituto de
Cultura Puertorriquefia, que a instancis de, y en consulta con el
Consejo restaure, ccnrervey atienda el mantenimientode cualquier
bien u objeto arqueolégico terrestre que pertenezca al Estado Libre
Asocisdo de Puerto Rico. El Director del Instituto de Cultun
Pnertomgnem p_ggr_i aolxcxtar Y cunlqmer depa.rtunento agencia,
administracién, co nunicipio o_dependencia del Go-
ierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y éstas podrén
prestarle o proveerie los recursos, personal y facilidades que
estimen necesarios para llevar a cabo las obras de_ restxun.cl(m y

CONSETVACION QUE $£4N NECEsArias pAra preservar y darle mi
nimiento s cualquier bien n:queol%co terresg;g. Cua.lquxer"
fancionario o empleado pfiblico que ses erido temporalmente
al Consejo en virtud de lo dispuesto en esta Seccién, retendré todos
los derechoe, beneficiocs, clasificacién y puesto que ocupe en el

departamento, agencia, administracién, corporacién, municipio o
dependencis pfiblica de procedencia.

Seccién 9.—A partir de la vigencia de esta ley, ninguna persona
natural o juridica, agencia gubernamental, corporacién pablica o
municipio podré vender o permutar, traspasar, altergr, tamar
posesién, transferir, o sacar fuera del territorio del Estado Libre

- 'Asociado de Pierto Rico cun._chmer bien u objeto que constituya parte
del patrimonio arqueol6gico terrestre puert.omqueho deacuerdoa
lo dxspuesto en la Seccién 1 de esta ley, sin notificar de ello al Consejo
y 8in haber obtenido su previa autorizacién para efectuar el trimite
correspondiente. Toda persona natural o juridica, pGblica o
privada que interese sacar o trasladar fuera de Puerto Rico, por sfo
a través de otras personas, objetos, bienes o materiales arqueolé-

gicos, debers solicitar y obtener un permiso escrito del Consejo a
esos efectos. En la solicitud se haré constar, entre cualquier otra
informacién que estime necesaria el Consejo, una descripcién
acompafiada de ilustraciones o fotografias fieles y exactas de los
objetos, bienes 0 materiales arqueolégicos de que se trate; el destino
fuera de Puerto Rico al que serdn trasladados y el propésito o razén
para el traslado; el medio de transportacién y sistema de empaque
de los bienes u objetos; las garantias que se ofrecen de su regresoa
Puerto Rico y el tiempo que estarén fuera de Puerto Rico.




Los objetos o bienes arqueolégicos propiedad o bajo la custodia
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o de cualesquiera de sus
agencias, instrumentalidades, dependencias o municipios. sola-
mente podrén sacarse o trasladarse fuera de Puerto Rico para fines
de exhibicién, anélisis de laboratorio o restauracién y en todo caso,
con sujecién & las normas para su custodia, conservacién y
proteccién que determine el Consejo y con garantias suficientes que
aseguren su regreso & Puerto Rico. Previa, investigaci6n-al efecto,
el Consejo tendré un término de treinta (30) dias para autorizar o
denegar notificacién y solicitud de autorizacién recibidas, dis-
poniéndose que de no recibirse contestacién dentro de este término
se entenderd la no contestacién como una sutorizacién técita por
parte del Consejo. El término de treinta (30) dias podri ser
prorrogable cuando el Consejo demuestre justa causa por la cusl
deba concedérsele un término mayor pars re -'izar la investigacién
indicada.

Secclén 10. —A partxr dela fechz de aprobaciénde estaley, nos&
continuar obra de construccion nstruccion, ni
trabsjos de trabajos de excavacién, extraccién o movimiento de

e n [ugar alguno del aya documentacién previa o indi-
cios fidedignos de presencis de msaterial arqueolégico, a menos gue

se obtenga la suforizacion del Consejo. La Administracién de Re-

amentos y Permisoe no oto rmiso de construccién, m_ell
Deg&mento de ursos Naturales podré conceder Jermiso
pars la excavacién, extracclbnomovxmlentodetxerrasen di
gares, 8 menos que el contratista o duefio de [a obra le presente evi le
dencia de la autorizacién del Consejo requerida en esta Secc16

Cuando la obra de construccién o reconstruccién, de excavacién,
extraccién o movimiento de tierras sea en un lugar del cual no haya
documentacién previzs o indicios fidedignos de presencia de
material arqueolégico y, sin embargo, luego de iniciadas las
mismas se descubra cualquier material arqueolégico, el contratista
oelduefiodela obn. segnseael mo@ejnmmw_:j
notifi jo dentro de las veinticuatro (24) horas si
a dicho hallazgo, & fin de poder obtener la autorizacién corres-
pondiente para la continuacién de la obra o trabajos de que se
trate. No més tarde de los tres (8) dias siguientes a la fecha de la
notificacién del hallazgo, el Consejo determinars si se requiere al
contratista o duefiode laobrala presentacién de una Declaraciénde
Impacto Arqueolégico.

A los fines de cumplir con las disposiciones de esta Seccién, el
Consejo establecers por reglamento las diversas formas y criterios
de evaluacién de impacto arqueolégico. La destruccién arbitraria




de un material, estructura ositiode interés a.rqueolégxco terrestreo
la umméLvoluntana de notificar el inicio de un proyecto de
construccxén. de movimiento de tierras o de excavacién, segiin se

'dispone en esta ley, ge consideraré un delito grave y convicts que
fuere la persona, serd penalizada con una mults no menor de mil
(1.000) délares nj mayor de veinticingo mil (25.000) d6lares, o pena
de reclusioén por un término de tiempo que no sers meno

afio ni mayor de tres (3) afios 0 ambas penas a discrecién del
Tribunal, ademés de la paralizacién indefinida del proyecto hasta

tanto se cumplan con los requisitos de esta ley.

__ Seccitn 11.—Cuando se realicen obras de construccién, exca-
mlén extraceién o movimiento de tierrs, sin la autorizecié:

requenda en la Seccidn 10 de esta lw.vxolen _las_condiciones
a sutorizacién 1 Consejo podré recurrir
al Tribunal Superior para que emita una resolucién ordenando la
‘paralizacién o suspensi6n de las obrag de que se trate, hasta tanto
se cumplan con los requisitos " de esta ley. El_Tribunal_podré
cﬁmmmwmmw.
estructura o lugar si la obra realizads modifica o destruyela.
autenticidad o e ntenidp grqueoldgico. Si el dafio fuere
irreparable, el responsable resarcird al pueblo de Puerto Rico por
los dafios causados.

En los casos antes sefialados, el duefio de 1a obra y el contratista
serin solidariamente responsables de las obligaciones que se
impongan.

Seccién 12.—Cualquier parte adversamente afectada por una
resolucién, orden o decisién del Consejo podré solicitar una
reconsideracién ante el mismo dentro del término de treinta (80)
dias de haber recibido 1z notificacién de dicha resolucién, orden
o decisién.

La radicacién de la solicitud de reconsideracién no eximiré a
persona alguna de cumplir u obedecer cualquier resolucién, ordeno
decisién del Consejo. La solicitud de reconsideracién no open.rt en
forma alguna a modo de suspensién o posposicién de la vigencia de
la resolucién, orden o decisién, a menos que medie una orden
especial del Consejo, a solicitud de la parte. En la solicitud de
reconsideracién se harén constar especlﬁcamente los fundamentos
en los cuales se base 1a misma. El Consejo, previa celebracién de
vista, podré conceder o denegar ls reconsideracién o suspender,
enmendar o revocar la resolucién, orden o decisién de que se trate.
El Consejo deberg emitir su decisién fundamentada sobre la
solicitud de reconsideracién dentro de un término de treinta (30)



dfas, contados a partir de la fecha de radicacién de la solicitud de
reconsideracién. La radicacién de una solicitud de reconsideracién
suspenderd el término para radicar un recurso de revisién al
. Tribunal Superior y el término comenzaré a contarse nuevamente
desde que se notifique la decisién final del Consejosobre la solicitud
de reconsideracién.

La resolucién o decisién que emita el Consejosers finaly firme, a
menos que la parte que resulte adversamente afectada solicite su
revisién para ante el Tribunal Superior de Puerto Rico, dentro de
los treinta (80) dfas siguientes a la fecha de notificacién. La parte
recurrente deberd notificar al Consejo con copia del recurso de
revisién en la mismas fecha de su radicacién.

La radicacién del recurso de revisién de cualquier resolucién,
orden o decisién del Consejo no _suspenders los efectos de tal
resolucién, orden o decisién & menos que el Tribunal asf loordene s
solicitud de la parte interesads, previa vistay determinacién de que
la parte contra la que se hubiere dictado ls resolucién, orden o
decisién, sufriré dafios graves o irreparables de no decretarse tal
suspensi6én. La resolucién que al efecto dicte el Tribunal, debers
sefislar aquellos remedios provisionales que se consideren razo-
nables para responder por los dafios y perjuicios que pudieran
ocasionarse con la suspensi6n de la ejecucién de la resolucién, orden
o decisién del Consejo.

La revisién se llevars a efecto & base del récord administrativo
de los procedimientoe ante el Consejo, débidamente certificado. Las
determinaciones del Consejo en relacién a los hechos serin
concluyentes, si estin sostenides por evidencis sustancial. La
resolucién que se dicte seré firme a los treinta (30) diss de notificada
y solamente podré revisarse por certiorari ante el Tribunal
Supremo de Puerto Rico el cual expediré su orden & discrecié_n.

Seccién 13.—Toda persons que por sf o a través de sus agentes,
representantes o empleados destruya, mutile, saquee, se apropie,.
vends, permute, exporte o de cualquier manera se incaute de
cualquier bien, documento, objeto, artefacto, material, yacimiento
¢ sitio arqueolégico terrestre o que infrinja cualquier disposicién de
esta ley o de los reglamentos adoptados al amparo de la misma, o
que deje de cumplir con cualquier resolucién, orden o decisién
emitida por el Consejo incurrird en delito menos grave y convicta
que fuere seré castigada con pena de multa de quinientos 5500}_
délares o con penade reclusién por un término de seis (6) meseso con
ambas penas & discrecién del Tribunal.

Ademés eindependientemente de la penalidad antes impuesta,
en los casos que aplique, el Tribunal ordenardi al convicto la
devolucién de los objetos arqueolégicos terrestres en su poder.




E] Consejo podré recurrir al Tribunal Superior para recobrarel
valor total de los objetos arqueolégicos terrestres no recuperados o
el valor de los mutilados o daftiados. Ademés, podré solicitar que se
ponga bajo 1a custodia del Tribunal cualquier objeto arqueolégico
terrestre que esté en poder de cualquier persons acusada de
poseerlo ilegalmente.

Se faculta al Consejo para imponer multas administrativas por
infracciones a estaley o a los reglamentos adoptados alamparodela
misma, & cuslquier persons, natural o juridica que dejare de
cumplir con cualquier resolucién, orden o decisién emitida por el
Consejo. Las multas administrativas no excederén de diez mil
(10,000) délares por cada infraccion, entendiéndose que cada dia
"Que subsista Ia infraccion se considerard como una violacién

“independiente.
indepencc®

En caso de que el Consejo determine que se ha incurrido en
gcia en la comisién o continuaci6 iolacién a

esta ley o de los reglamentos adoptados al amparo de los mismos, o
contumacis en el incumplimiento de cuglquier resolucién, orden o
decisién emitida por el Consejo, éste en el ejercicio de sudiscrecién,
podré imponer una multa administrativa adicional de hasta un

miximo de cincnenta mil (50,000) délares por cualquiera de los
actos aquf sefialados.

7 La facultad de imponer multss administrativas que se le
concede al Consejo no sustituye ni menoscaba la facultad de inicigr
cuslquier procedimiento judicial, ya fuere civil o criminal, que sea
aplicable.

Cualquier persona que a sabien efectie cualquer repre-
sentacion, ceF&_c;_chn o declaraci6n falsa bajo esta ley o de los
reglamentos_sdoptados al amparo de la misma, que efectte
cuslquier representacién falsa dentro de cualquier jnforme o
documentos reguerido por el Consejo en virtud de esta ley o sus
reglamentos, seré culpable de delito menos grave y convicto que
fuere seré castigado con pena de multa de quinientos (500) délareso
con pens de reclusién de seis (6) meses o con ambas penas a
discrecién del Tribunal.

Toda persona convicta por una segundsa o subsiguiente violacién
a los incisos 2 y g de este articulo, incurriré en delito grave, ¥
convicta que fuere serd castigada con pena de multa de diez mil

(10,000) délares o con pena de reclusién de un (1) afio 0 con ambas
penas & discrecién del Tribunal. -

Cuando una corporacién o entidad viole cualquiera de h..s
disposiciones de esta ley, los directores, oficiales, sindicos, admi-
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‘ nistn.dor_eg, o agentes de dichs corporacién o entidad que hubieren
autorizado, ordenado o cometido los actos constitutivos de tal
violgci6n, también estardn sujetos._en su carfcter personal, a Ias
Dpenalidades especificadas "en esta ley para tal violacién. La

wgmién incursa en ls violacién estars sujets ala cancelaciénde
su certificado de incorporagién.

Cusalquier persons que tuviere conocimiento personal de la
violacién de esta ley o cusalquiera otra_aplicable, o de sus
reglamentos podrd promover ]a accién pertinente ante los orga-
nismos correspondientes.

Seccién 14.—EI Consejo, en el ejercicio de sus funciones, podré
aceptar donativos deservicioo bienes, ya sean muebles o inmuebles,
corporales o inco; porales, que puedan ayudar a la realizacién de los
propéeitos de esta ley. Asimismo, podré concertar arreglos
cooperativos con departamentos o agencias del Gobierno Federal,
del Gobierno de Puerto Rico o de los municipios, con corporaciones
pGblicas o privadas, con personas naturales, juridicas o asocia-
ciones, bajo los términos y condiciones que acuerde el Consejo en
interés ptblico del patrimonio del pueblo de Puerto Rico expresado
en esta ley.

Seccién 15.—El Consejo designari el personal que fuere
necesario para llevar a cabo las funciones, poderes y deberes que se
le delegan en esta ley. El Consejo constituiré un Administrador
Individual, segtin tal término se define en 12 Ley NGm. b de 14 de
octubre de 1975, segn enmendads, conocida como “Ley de
Personal en el Servicio Pablico™.

También podré el Consejo con la aprobacién del Gobernador,
encomendar a cuslquier departamento, agencia, negociado,
divisién, gutoridad, instrumentalidad, organismo o subdivisién
politica del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 2
efectuar cuzlquier estudio o investigacién, o cualquier fase o parte
de los mismos y & reslizar cualquier otrs clase de trabajo que fuere
necesario parz el desempefio de sus funciones. El organismo
gubernamental que reciba tal encomienda deberé dar toda
prioridad posible & la realizacién del estudio, investigacién o
trabajo que se le hubiere encomendado. EIl organismo
gubernamental & quien se hubiere encomendado a realizar el
estudio, investigacién o trabsjo podré solicitar del Consejo y obtener
de éste, si lo creyere necesario, previa autorizacién por el
Gobernador, una transferencia de fondos por la cantidad que el
Consejo considere necesaria.
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El Consejo podré nombrar Comités de Asesoramiento y
Colshoracién en cads uno de los municipios de Puerto Rico, los
cusles estarin compuestos por vecinos de esos municipios.

Seccién 16.—Secresenel Departamento de Haciendaun Fondo
para la Proteccién del Patrimonio Arqueolégico Terrestre de
Puertokieo.elcmlaenntriﬁdehldinmqnepanh
implantacién de esta ley sean donados, transferidos, asignados u
obtenidos undhnteacnu'dooeonmdelmmeomo

cualesquiersa otros recursos econémicos provenientes de las opera-
ciones que, de merdouualq.llmaaboelConsqio.

E| Secretario de Haciends pondré a 1a disposicién del Consejo
bdiwumdichol“ondoquemﬁuﬂneamleyuynghmenm
qneﬁmdduembohodeiondapﬁbﬁeauaubunenlam
de funcionamiento del misma.

Seccitn 17.—Se asigns a1 Consejo, de fondos no comprometidos

et el Tesaro Esaatal, Ia cantidad de cien mil (106.0005 dblares pars
cubrir sus gustos de jzaci cién

durante el aso fiscal 1988-89.

asignars las cantidsdes que sean necesariss pars cumplir con los’
propésitos de ests ley, las cuales ingresarén al Fondo, previs
recomendacién presupuestaria que someteri el Consejo al Go-
bernador.

' Beccién I&WMMMPQ'
12 aplicacion de ests i o parte misms.

Seccitn 19.—Esta Ley empezari & regir inmedistamente des-
pués de su aprobacién & los tnicos efectos de i constitucién ¥y
organizacién del Consejo y de la sdopeitn de los regiamentos
necesarios pars su implantacién, pero sus restantes disposiciones

entrarin en vigor a los noventa (90) diss de su aprobacién.
T TR——— .
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Para enmendar la Seccién 13 de la Ley Nam. 112 de 20 de julio de 1988, segin enmendada, a
los fines de aumentar las penalidades impuestas.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley Nim. 112 de 20 de julio de 1988, fue aprobada para poder crear el Consejo
Para la Proteccion del Patrimonio Arqueoldgico Terrestre.

En la Seccién 1 de la Ley Num. 112 supra, se establece como utilidad pdblica y
patrimonio de Puerto Rico “todo sitio, objeto, yacimiento, artefacto, documento o material
arqueol4gico que sea reliquia del pasado del hombre, ya sea material de la naturaleza, o ya sea
construido por el hombre, que exista o se encuentre en o bajo la superficie de la tierra, en la
Jjurisdiccion del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”

Entre las funciones asignadas al Consejo, se estableci0 que éste salvaguardaria y
protegeria el Patrimonio Arqueolégico Terrestre Puertorriquefio y ejerceria todas las acciones
necesarias para lograr el eficaz cumplimiento de los prop6sitos de la Ley Nam. 112, supra.

Teniendo el Estado la obligacion de proteger y velar por nuestro patrimonio nacional,
se estableci6 como delito menos grave el que toda persona que por si 0 a través de sus agentes,
representantes o empleados destruyera, mutilara, saqueara, se apropiara, vendiera, permutara,
exportara o de cualquier manera se incautara de cualquier bien, documento, objeto, artefacto,
material, yacimiento o sitio arqueoldgico terrestre.

Sin embargo, tal conducta es totalmente contraria a los mas bésicos principios
culturales del Pueblo de Puerto Rico y constituye un flagrante atentado contra uno de nuestros
tesoros mas venerados, nuestra herencia historica.

Por tanto, este comportamiento debe ser constitutivo de delito grave y una persona
hallada culpable por la comision de tan deleznable accion debe enfrentarse a las mas estrictas

penas.

Esta Asamblea Legislativa en el ejercicio de su deber de velar por la proteccién y
cuidado de nuestro patrimonio arqueoldgico terrestre para que el mismo sea disfrutado por
nuestra nacién puertorriquefia, estima necesario que se establezca que toda persona que por si
0 a través de sus agentes, representantes o empleados destruya, mutile, saquee, se apropie,
venda, permute, exporte o de cualquier manera se incaute de cualquier bien, documento,
objeto, artefacto, material, yacimiento o sitio arqueoldgico terrestre incurrira en delito grave.



Seccion 2.-Esta Ley entrard en vigor inmediatamente después de su aprobacion.

Presidente de la Cdmara

..................................................

Presidente del Senado

DEPARTAMENTO DE ESTADO

CERTIFICO: Que es copia fiel y exacta del
original aprobado y firmado por la Gobernadora
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.






